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Comercio internacional, 
tratados comerciales y
soberanía con otros países

Procesos de integración en 
la subregión andina

El Estado impulsará la integración 
regional andina de los estados y los 
pueblos, para garantizar mecanismos 
de intercambio y comercialización en 
el marco de los principios de soberanía 
alimentaria de la nueva Constitución 
y esta ley. Se promoverá la creación de 
un Consejo Regional Andino de Sobe-
ranía Alimentaria.

Barreras arancelarias

El Estado deberá regir su política aran-
celaria a la protección del mercado 
interno, evitando la importación de 
alimentos que se produzcan en el país 
y prohibiendo el ingreso de alimen-
tos que no cumplan con las normas de 
calidad de producción y normas esta-
blecidas en la legislación nacional.

Importación de Alimentos

En caso de necesidad de importación 
de alimentos por falta de abasteci-
miento de la producción nacional, por 
catástrofes naturales, se deberán man-
tener aranceles y tasas de importación 
que favorezcan la subsidiaridad de la 
medida y en caso de necesidad se dará 
preferencia a los productos provenien-
tes de países latinoamericanos.

Propiedad Intelectual

Las plantas, animales, la biodiver-
sidad nacional y los conocimientos 

ancestrales desarrollados por los pue-
blos y nacionalidades del país son 
patrimonio del pueblo ecuatoriano, 
por lo cual, bajo ningún tratado de 
comercio internacional u otro tipo de 
acuerdos internacionales serán sujetos 
de apropiación y no estarán sujetos a 
impuestos, patentes ni serán suscepti-
bles de privatización.

Protección del efecto de 
subsidios extranjeros

En el establecimiento de barreras aran-
celarias, tendrán una mayor carga 
impositiva, los productos de países 
que entreguen subsidios a sus produc-
tores. Vigilando el cumplimiento de 
los acuerdos y tratados con la Organi-
zación Mundial de Comercio.

Importación, donaciones y subsidios

 Las políticas públicas relacionadas 
con la importación, la recepción de 
donaciones o subsidios del Estado de 
cualquier producto alimenticio se rea-
lizarán en caso de emergencia o catás-
trofe natural y deberán ser aprobadas 
por dos tercios del Consejo de Sobera-
nía Alimentaria, regular la entrada de 
estos alimentos, los tiempos y garan-
tizando no atentar con la producción 
nacional.

El Estado deberá garantizar que toda 
donación, subsidio o ayuda alimenta-
ria, en todo momento y circunstancia, 
debe ser adecuada en términos de cui-
dado de la salud, de la identidad cul-
tural, con consideración de los hábitos 
de consumo y las necesidades nutri-
cionales de la población y garanti-
zando no afectar la producción e inte-
reses nacionales.

¿Qué aspectos deben estar 
presentes en una ley que regula 
a la agroindustria?
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Regulación de 
la producción 
agroindustrial

Para reflexionar en nuestros espacios

Después de la lectura de los artículos propuestos y luego realizar el 
ejercicio inicial de este capítulo, sería interesante proponer temas 
o artículos que complementen lo aquí presentado. También es bueno 
discutir el enfoque de solidaridad que se plantea.

SIPAE
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Desarrollo y regulación de 
la agroindustria

Las estrategias estatales hacia la 
agroindustria deberán establecerse en 
el marco de la política nacional de 
soberanía alimentaria. 

El desarrollo de la agroindustria estará 
limitado por los criterios de sustenta-
bilidad agraria, consolidación de las 
economías campesinas, vigencia de los 
derechos de los trabajadores agrícolas 
y derechos de la naturaleza consagra-
dos en la Constitución.

Responsabilidades del Estado 
frente a la agroindustria

Con respecto a la producción agroin-
dustrial, le corresponde al Estado 
por intermedio de sus órganos 
competentes:

a. Fomentar la producción social-
mente justa; no monopólica, oli-
gopólica y oligopsónica; susten-
table, amigable con la naturaleza; 
y, responsable con los derechos 
humanos consagrados en la Cons-
titución Política del Estado. Para el 
efecto, es obligatorio para los órga-
nos competentes del Estado, emi-
tir resoluciones de carácter crediti-
cio, tributario, administrativo, etc.

b. Asumir la obligación de formu-
lar un Plan de Ordenamiento 
Territorial Sustentable, el cual 
deberá ser construido participa-
tivamente, desde el nivel local 
hacia el nivel nacional, en un pro-
ceso, que garantice la participa-
ción de organizaciones, asociacio-
nes, cooperativas de productores/
as agropecuarios, se pondrá énfasis 
especial en pequeños y medianos 
productores/as.

c. Establecer controles y regulacio-
nes a la expansión territorial de 
las empresas agroindustriales, a fin 
de garantizar equilibrios entre las 
dinámicas territoriales de la pro-
ducción agroindustrial con las 
dinámicas territoriales de la pro-
ducción comunitaria, asociativa, 
campesina y con la producción 
para la soberanía alimentaria.

d. Promover, garantizar y hacer res-
petar los derechos laborales esta-
blecidos en la legislación nacio-
nal vigente, particularmente el 
derecho a la estabilidad laboral, 
a la organización sindical y, a la 
negociación colectiva en igualdad 
de condiciones para hombres y 
mujeres.

e. Garantizar las condiciones de 
salud de los y las trabajadoras de 
la agroindustria tanto en el ámbito 
preventivo como en el curativo. El 
Ministerio de Salud con la asesoría 
del Consejo de Soberanía Alimen-
taria y el CONAMU, establecerá un 
programa dirigido a garantizar el 
derecho a la salud sexual y repro-
ductiva de las trabajadoras de la 
agroindustria. 

f. Velar por el cumplimiento de la 
normativa sobre prevención de 
peligros derivados del trabajo 
agroindustrial, mediante un pro-
grama técnica e institucional-
mente sustentable de monito-
reo y control. A estos efectos, el 
Estado por intermedio de sus órga-
nos competentes y movilizando 
recursos técnicos complementa-
rios, garantizará el asesoramiento 
y la asistencia técnica necesarios a 
empresarios y trabajadores y, desa-
rrollará programas específicos diri-
gidos a lograr una mayor eficacia 
en el control.

g. Observar y aplicar la normativa 
andina y de la Organización Inter-
nacional del Trabajo, en lo refe-
rente a derechos laborales, riesgos 
del trabajo y salud ocupacional. 

h. Sancionar el incumplimiento por 
los sujetos comprendidos en el 
ámbito de aplicación de la pre-
sente Ley, de la normativa general 
y específica con respecto a la pro-
ducción agroindustrial.

de la propuesta del Colectivo Agrario: 

Se cree necesario que el Régimen de soberanía alimentaria también legisle 
sobre las agroindustrias con la finalidad de proteger la pequeña y mediana 
producción campesina, la explotación laboral de los y las trabajadores del 
campo, el respeto a los derechos humanos de quienes trabajan en activi-
dades relacionadas con la agroindustria, el cuidado ambiental, y la prohi-
bición del monopolio.

Se propone la necesidad de formular un Plan de Ordenamiento Territorial 
Sustentable, de establecer controles y regulaciones a la expansión territo-
rial de las empresas agroindustriales.

Y la obligatoriedad del Estado de apoyar a las iniciativas de industrializa-
ción especialmente de aquellas impulsadas por las mujeres rurales.

Para la rendición de cuen-
tas de la producción 
agroindustrial se propone 
constituir el Sistema Nacio-
nal de Evaluación de la 
Sustentabilidad y Certifi-
cación de la Producción 
Agroindustrial.

Ej
es
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Obligaciones de las 
empresas agroindustriales

Son de cumplimiento obligatorio para 
las empresas agroindustriales: 

a. Respetar de forma irrestricta, los 
derechos de las trabajadoras y de 
los trabajadores, incluidos sus 
derechos sindicales y de manera 
particular para las mujeres los 
derechos sexuales y reproductivos.

b. En todo lugar de trabajo se debe-
rán tomar medidas tendientes a 
disminuir los riesgos laborales. Las 
medidas para el logro de este obje-
tivo, deberán basarse en directri-
ces sobre sistemas de gestión de la 
seguridad y salud en el trabajo y 
su entorno. Para tal fin, las empre-
sas elaborarán planes integrales 
de prevención de riesgos, según 
los criterios establecidos en el Ins-
trumento Andino de Seguridad y 
Salud en el Trabajo (Decisión 584).

c. Se deberá asegurar que en dichos 
planes se establezcan procedi-
mientos para no afectar la salud 
y medio ambiente de las comuni-
dades aledañas a la finca o plan-
tación industrial. En caso que, 
de todas maneras se produz-
can afectaciones, la empresa está 
obligada a asumir la reparación 
correspondiente.

d. Los planes para la disminución de 
los riesgos laborales deberán ser 
aprobados por el Sistema Nacio-
nal de Evaluación de la Sustenta-
bilidad y Certificación de la Pro-
ducción Agropecuaria. El incum-
plimiento de esta disposición, será 
suficiente para suspender la auto-
rización del funcionamiento de la 
plantación o finca.

e. Queda prohibida la discriminación 
por cuestión de género y el acoso 
en el ambiente laboral. 

f. Se establecerán las medidas espe-
ciales requeridas para la protec-
ción de la salud integral de grupos 
de atención prioritaria como las 
mujeres, embarazadas, madres lac-
tantes, niños, niñas y adolescentes 
trabajadores, personas con capaci-
dades diferentes, considerando los 
riesgos existentes de acuerdo a las 

condiciones propias de cada grupo 
ante la actividad agro industrial.

g. El uso de químicos, estará condi-
cionado por las disposiciones esta-
blecidas en la ley y aquellas ema-
nadas de los órganos estatales 
correspondientes. Las instancias 
ciudadanas creadas para la promo-
ción y hacia la transición a la pro-
ducción agroecológica, realizarán a 
las veedurías para el cumplimiento 
y sanción en caso de incumpli-
miento de esta norma.

h. Con respecto al uso del agua, las 
empresas agroindustriales observa-
rán de forma obligatoria las dispo-
siciones específicas establecidas en 
la respectiva Ley. 

Apoyo a las pequeñas y medianas 
empresas campesinas

El Estado dará atención especial a los y 
las pequeños y medianos productores 
para asegurar la transformación y bene-
ficio de sus producciones. El Estado 
apoyará las iniciativas existentes y las 
potenciará, brindando atención espe-
cial a los procesos de industrialización 
impulsados por las mujeres rurales. 
Para el efecto, es obligación del Estado:

a. Establecer líneas preferenciales de 
crédito, a través del Banco Nacio-
nal de Fomento

b. Establecer incentivos tributarios

c. Ejecutar programas de transferen-
cia tecnológica e investigación con 
el carácter antes señalado

d. El Ministerio de Agricultura, los 
municipios, consejos provinciales 
y el Ministerio de Obras Públicas, 
en concordancia con los planes 
de ordenamiento territorial, ela-
borarán planes a corto, mediano y 
largo plazo para garantizar la dota-
ción de infraestructura para el fun-
cionamiento u optimización de la 
pequeña y mediana agroindustria 

e. A través del Consejo de Sobera-
nía Alimentaria, se dará asesora-
miento y apoyo en el interés de los 
pequeños y medianos productores 
agroindustriales por acceder a mer-
cados justos. 

Obligación de los pequeños 
y medianos productores 
campesinos y campesinas

Es obligación de de los pequeños y 
medianos productores campesinos y 
campesinas:

a. Cumplir con las disposiciones que, 
en materia laboral, ambiental y, de 
riesgos del trabajo se encuentran 
vigentes en el país.

b. Contribuir a mantener la diversi-
dad agrícola y ecológica de la zona 
en la que se encuentra establecida 
la agroindustria.

c. Evitar la contaminación del 
ambiente, mantos freáticos y 
causes de agua, así como contri-
buir al manejo de la microcuenca 
correspondiente.

d. Asociarse con otras agroindus-
trias de pequeña y mediana escala 
y con productores locales, para la 
implementación de programas de 
control de riesgos, salud ocupacio-
nal y, manejo ambiental.

El Sistema Nacional de Evaluación 
de la Sustentabilidad y Certificación 
de la Producción Agroindustrial

Se constituye el Sistema Nacional de 
Evaluación de la Sustentabilidad y 
Certificación de la Producción Agroin-
dustrial, a fin que las empresas agroin-
dustriales den cuentas al Estado, a la 
sociedad en general y, a los consumi-
dores en particular, sobre: el cumpli-
miento o no de los derechos labora-
les y; de las comunidades locales ale-
dañas; el respeto a los derechos de la 
naturaleza; si el producto a comercia-
lizarse ha sido elaborado cumpliendo 
los criterios de producción limpia; así 
como, dando cuenta de la calidad del 
producto final.

En el Sistema participarán:

a. La Subsecretaría de Calidad Ambien-
tal del Ministerio del Ambiente

b. La Agencia Ecuatoriana de Asegu-
ramiento de la Calidad del Agro 
(Agrocalidad)

c. El Instituto Nacional Autónomo 
de Investigaciones Agropecuarias 
(INIAP)

d. El Consejo Nacional de Salud 
(CONASA)

e. La Dirección de Riesgos del Tra-
bajo del IESS.

f. El Comité Interinstitucional de 
Seguridad e Higiene de Trabajo.

g. Los gremios de productores 
agroindustriales.

h. Los centros universitarios de inves-
tigación especializada ligados a la 
problemática.

i. Los movimientos sociales y sindi-
cales agrarios.

j. Las ONGs especializadas.

k. La representación de la OIT, 
FAO y UNIFEM con estatus de 
observadores.

Una vez conformado el Sistema, 
sus integrantes, de común acuerdo, 
estructurarán su reglamento orgánico 
funcional.

El Sistema tendrá la facultad de certifi-
car la producción agroindustrial. 

Responsabilidades de los 
municipios y gobiernos locales

Los municipios están obligados a dic-
tar, mediante ordenanzas, las normas 
que regulen con precisión, la relación 
de las agroindustrias con las poblacio-
nes del entorno en lo relativo a: dis-
tancias mínimas que deben mantener 
las fincas o plantaciones respecto de 
las poblaciones aledañas; el control 
del uso del agua, sistemas de descargas 
de aguas residuales; uso del suelo, etc. 

La consulta previa a la comunidad, es 
obligatoria; debe ser conducida direc-
tamente por el Municipio cumpliendo 
con las normas constitucionales esta-
blecidas y; el resultado de la consulta, 
debe estar reflejada en las respectivas 
ordenanzas.

Los municipios están obligados a esta-
blecer tasas especiales a las empresas 
que se dedican a esa actividad para: i) 
un sistema estable y técnicamente sol-
vente de monitoreo; ii) obras de carác-
ter ambiental que remedien impactos 
negativos de la actividad agro indus-
trial; iii) implementación de plantas 
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de tratamiento y reciclamiento de 
desechos plásticos. 

Articulación de los productores 
y productoras campesinos y 
medianos/as con las agroindustrias

Las articulaciones entre agroindustrias 
y productores pequeños y medianos, 
a través de mecanismos tales como la 
agricultura bajo contrato, provisión 
de insumos o productos, etc., estarán 
sujetas al cumplimiento de los siguien-
tes criterios:

a. La invulnerabilidad de los dere-
chos de los pequeños producto-
res y productoras, en los términos 
establecidos en la Constitución, 
tratados internacionales y leyes 
ecuatorianas.

b. La fijación de precios deberá rea-
lizarse en común acuerdo entre 
las partes, debiendo garantizar 
que, por un lado, se cubran los 
costos de producción; y, por otro 
lado, quede para el/a productor 
campesino/a o mediano/a una 
ganancia razonable. 

c. La obligatoriedad de contratar 
seguros sobre la producción agrí-
cola, bajo responsabilidad de la 
empresa en los casos de agricultura 
bajo contrato, para garantizar el 
derecho del/a productor/a a no ser 
despojado de su tierra y/o produc-
ción por deudas.

d. Precisar las responsabilidades del/a 
productor/a y la empresa respecto 
de la calidad y características del 
producto o insumo a ser entregado

e. El Estado controlará que las semi-
llas y el paquete tecnológico 
sugerido por la empresa para la 

producción, cumpla con los cri-
terios establecidos en la Constitu-
ción, esta Ley y otras normativas 
nacionales. 

Estos criterios y los establecidos en el 
siguiente artículo, se observarán, en 
general, en las relaciones entre pro-
ductores campesinos y medianos y, las 
empresas agrícolas.

Controversias en la relación que 
establezcan los y las productores 
campesinos/as y medianos/as 
con las agroindustrias

En caso de controversias respecto de 
contratos en la agricultura que involu-
cren a empresas y productores peque-
ños y medianos, antes que tal contro-
versia sea conocida por el juez com-
petente, obligatoriamente deberá ser 
analizada por un tribunal de arbitraje 
o centro de mediación legalmente 
establecido; debiendo garantizarse el 
equilibrio entre las partes, para que 
puedan resolver, de forma justa, sus 
diferencias.

De no resolverse las controversias en 
ese marco, el caso será conocido y 
resuelto, en una sola instancia, por el 
Juzgado Provincial Agrario.

Trabajo de los/as pilotos/as, 
técnicos/as de aéreo fumigación

Los/as pilotos/as y técnicos/as de 
aéreo naves de fumigación, así como 
todo personal de aerofumigación, que 
esté expuesto a peligros derivados del 
manejo de agro químicos, desarrollará 
su trabajo con todas las garantías para 
su salud y seguridad laboral, bajo res-
ponsabilidad de la empresa que con-
trata sus servicios.
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Para reflexionar en nuestros espacios

¿Qué otras propuestas son necesarias para garantizar una producción 
agrícola que potencie a los pequeños y medianos productores/as?, 

¿Existen agronegocios en sus zonas?, 

¿qué implicaciones han tenido los agronegocios en la salud de la zona?, 

¿cómo se están manejando los salarios y los derechos laborales?
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Varios artículos del proyecto de nueva 
Constitución, hacen referencia a la 
soberanía alimentaria. Entre los dere-
chos del buen vivir, el artículo 13 hace 
el siguiente señalamiento: 

Las personas y colectividades tienen 
derecho al acceso seguro y perma-
nente a alimentos sanos, suficientes y 
nutritivos; preferentemente produci-
dos a nivel local y en correspondencia 
con sus diversas identidades y tradi-
ciones culturales. 

El Estado ecuatoriano promoverá la 
soberanía alimentaria. 

No obstante la trascendencia del artí-
culo referido, una perspectiva más 
clara de política de soberanía alimen-
taria está definida en el artículo 281 se 
establece que: 

Soberanía alimentaria constituye un 
objetivo estratégico y una obligación 
del Estado para garantizar que las per-
sonas, comunidades pueblos y nacio-
nalidades alcancen la autosuficiencia 
de alimentos sanos y culturalmente 
apropiados de forma permanente.. 

Para el cumplimiento de tal obje-
tivo, en el mismo artículo se señalan 
14 lineamientos que implican que el 
Estado se obliga a: 

a. Impulsar la producción, transfor-
mación agroalimentaria y pes-
quera de las pequeñas y medianas 
unidades de producción, comu-
nitarias y de la economía social y 
solidaria. 

b. Adoptar políticas fiscales, tributa-
rias y arancelarias que protejan al 
sector agroalimentario y pesquero 
nacional, para evitar la dependen-
cia de importaciones de alimentos. 

c. Fortalecer la diversificación y la 
introducción de tecnologías ecoló-
gicas y orgánicas en la producción 
agropecuaria. 

d. Promover políticas redistributivas 
que permitan el acceso del campe-
sinado a la tierra, al agua y otros 
recursos productivos. 

e. Establecer mecanismos preferen-
ciales de financiamiento para los 
pequeños y medianos produc-
tores y productoras, facilitándo-
les la adquisición de medios de 
producción. 

f. Promover la preservación y recu-
peración de la agrobiodiversidad y 
de los saberes ancestrales vincula-
dos a ella; así como el uso, la con-
servación e intercambio libre de 
semillas. 

g. Precautelar que los animales desti-
nados a la alimentación humana 
estén sanos y sean criados en un 
entorno saludable. 

h. Asegurar el desarrollo de la inves-
tigación científica y de la inno-
vación tecnológica apropia-
das para garantizar la soberanía 
alimentaria. 

i. Regular bajo normas de bio-
seguridad el uso y desarro-
llo de biotecnología, así como 

su experimentación, uso y 
comercialización.

j. Fortalecer el desarrollo de orga-
nizaciones y redes de producto-
res y de consumidores, así como 
las de comercialización y distribu-
ción de alimentos que promuevan 
la equidad entre espacios rurales y 
urbanos. 

k. Generar sistemas justos y solida-
rios de distribución y comercializa-
ción de alimentos. Impedir prácti-
cas monopólicas y cualquier tipo 
de especulación con productos 
alimenticios. 

l. Dotar de alimentos a las poblacio-
nes víctimas de desastres natura-
les o antrópicos que pongan en 
riesgo el acceso a la alimentación. 
Los alimentos recibidos de ayuda 
internacional no deberán afec-
tar la salud ni el futuro de la pro-
ducción de alimentos producidos 
localmente. 

m. Prevenir y proteger a la población 
del consumo de alimentos conta-
minados o que pongan en riesgo 
su salud o que la ciencia tenga 
incertidumbre sobre sus efectos. 

n. Adquirir alimentos y materias pri-
mas para programas sociales y ali-
menticios, prioritariamente a redes 
asociativas de pequeños producto-
res y productoras. 

La disposición de este último nume-
ral está complementada con una inte-
resante disposición del artículo 288 
cuyo texto es el siguiente: 

Las compras públicas cumplirán con 
criterios de eficiencia, transparencia, 
calidad, responsabilidad ambiental y 
social. Se priorizarán los productos y 
servicios nacionales, en particular los 
provenientes de la economía popular 
y solidaria, y de las micro, pequeñas y 
medianas unidades productivas. 

En la primera de las disposiciones 
transitorias del Proyecto de nueva 
Constitución, se dispone que en 
el plazo máximo de ciento veinte 
días contados desde la entrada en 

vigencia de la nueva Constitución, 
el órgano legislativo “aprobará la ley 
que desarrolle el régimen de soberanía 
alimentaria…”. 

Propiedad sobre la tierra 

El artículo 282 del capítulo de sobera-
nía alimentaria, se refiere al tema de 
la propiedad sobre la tierra; textual-
mente dice lo siguiente: 

El Estado normará el uso y acceso a la 
tierra que deberá cumplir la función 
social y ambiental. Un fondo nacional 
de tierras, establecido por ley, regulará 
el acceso equitativo de campesinos y 
campesinas a la tierra. 

Se prohíbe el latifundio y la concen-
tración de la tierra, así como el acapa-
ramiento o privatización del agua y 
sus fuentes. 

El estado regulará el uso y manejo 
del agua de riego para la producción 
de alimentos, bajo los principios de 
equidad, eficiencia y sostenibilidad 
ambiental.

El artículo 321, que se refiere a los 
tipos de propiedad, insiste en que la 
propiedad, en cualquiera de sus for-
mas, debe cumplir su función social y 
ambiental. Este artículo está comple-
mentado por las disposiciones del artí-
culo 334, sobre el cual se volverá más 
adelante en esta exposición.

En este ámbito –el de la propiedad 
sobre la tierra– el avance respecto a 
la Constitución del 98 es poco signi-
ficativa, más aún, si se considera que 
el problema de la inequidad y exclu-
sión en el acceso a la propiedad agra-
ria, ha tenido una tendencia a agu-
dizarse (véase al respecto la última 
publicación del SIPAE sobre el tema)2. 
El texto del artículo citado, no alcanza 
a reposicionar como política de Estado 
la reforma agraria. 

Por lo demás, en cuanto al tema de la 
tierra, en el artículo 57 del capítulo de 
los derechos de las comunidades, pue-
blos y nacionalidades, se ratifican varias 
de las disposiciones ya contenidas en la 
Constitución vigente (del año 98): 

Anexo 1

Artículos relativos a la  
soberanía alimentaria en la  
Constitución Política del Ecuador
Tomado de: 
Alerta Agraria 
Información Urgente para Pensar y Actuar 
Dirección Ejecutiva SIPAE, Año 3, Vol. 11, Septiembre, 2008
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conservar la propiedad imprescriptible 
de sus tierras comunitarias, que serán 
inalienables, inembargables e indivi-
sibles. Estas tierras estarán exentas del 
pago de tasas e impuestos. (Numeral 4). 

Mantener la posesión de las tierras 
y territorios ancestrales y obtener su 
adjudicación gratuita. (Numeral 5) 

Participar en el uso, usufructo, admi-
nistración y conservación de los recur-
sos naturales renovables que se hallen 
en sus tierras. (Numeral 6) 

(…) Los territorios de los pueblos en 
aislamiento voluntario son de pose-
sión ancestral irreductible e intangi-
ble, y en ellos estará vedada todo tipo 
de actividad extractiva. (…). (Numeral 
21). 

Finalmente, el segundo parágrafo del 
artículo 60, que forma parte del capí-
tulo de los derechos colectivos, hace el 
siguiente señalamiento: 

Se reconoce a las comunas que tienen 
propiedad colectiva de la tierra, como 
una forma ancestral de organización 
territorial. 

No obstante lo importante de las dis-
posiciones transcritas, las señaladas 
agregan muy poco a las disposicio-
nes del artículo 84 de la Constitución 
vigente (1998). 

El agua para uso agrícola 

A diferencia del tema de la tierra, el 
tema del agua tiene un interesante 
desarrollo en otros artículos. 

Constituye un avance significativo el 
hecho de que el proyecto de nueva 
constitución caracterice jurídicamente 
al agua como “patrimonio nacional 
estratégico de uso público, inalienable, 
imprescriptible, inembargable y esen-
cial para la vida”. Esta definición, con-
tenida en el artículo 12, está amplia-
mente desarrollada en el artículo 318, 

en los siguientes términos:

El agua es patrimonio nacional estra-
tégico de uso público, dominio ina-
lienable e imprescriptible del Estado, 
y constituye un elemento vital para la 
naturaleza y para la existencia de los 
seres humanos. Se prohíbe toda forma 
de privatización del agua. 

La gestión del agua será exclusiva-
mente pública o comunitaria. El ser-
vicio público de saneamiento, el abas-
tecimiento de agua potable y el riego 
serán prestados únicamente por perso-
nas jurídicas estatales o comunitarias. 

El Estado fortalecerá la gestión y fun-
cionamiento de las iniciativas comu-
nitarias en torno a la gestión del agua 
y la prestación de los servicios públi-
cos, mediante el incentivo de alianzas 
entre lo público y comunitario para la 
prestación de servicios. 

El Estado, a través de la autoridad 
única del agua, será el responsable 
directo de la planificación y gestión de 
los recursos hídricos que se destinarán 
a consumo humano, riego que garan-
tice la soberanía alimentaria, caudal 
ecológico y actividades productivas, 
en este orden de prelación. Se reque-
rirá autorización del Estado para el 
aprovechamiento del agua con fines 
productivos por parte de los secto-
res público, privado y de la economía 
popular y solidaria, de acuerdo con la 
ley.

En el artículo 314 se ratifica la res-
ponsabilidad que tiene el Estado de la 
provisión de los servicios públicos de 
carácter estratégico, señalando entre 
otros el servicio de riego, indicando 
que…

El Estado garantizará que los servicios 
públicos y su provisión respondan a 
los principios de obligatoriedad, gene-
ralidad, uniformidad, eficiencia, res-
ponsabilidad, universalidad, accesibi-
lidad, regularidad, continuidad y cali-
dad. El Estado dispondrá que los pre-
cios y tarifas de los servicios públicos 
sean equitativos, y establecerá su con-
trol y regulación. 

Un aspecto que resulta particular-
mente importante para la economía 
agraria y la justicia social en el agro, 
es que el Estado establezca elementos 
que le permitan restituirse en su capa-
cidad de regular los derechos de uso y 
aprovechamiento del agua para riego. 
Ello, en buena medida está esbozado 
en varios de los artículos que ya se 
han revisado y, muy específicamente 
en 2 de las disposiciones transitorias 
del proyecto de nueva Constitución. 
En la primera, se señala lo siguiente: 

El órgano legislativo (...) en el plazo 
máximo de trescientos sesenta días 
(contados desde la entrada en vigen-
cia de esta Constitución) aprobará (…) 
la ley que regule los recursos hídricos, 
usos y aprovechamiento del agua, que 
incluirá los permisos de uso y aprove-
chamiento, actuales y futuros, sus pla-
zos, condiciones, mecanismos de revi-
sión y auditoria, para asegurar la for-
malización y la distribución equitativa 
de este patrimonio. 

La disposición transitoria vigésimo 
séptima del Proyecto, recoge una 
demanda fundamental: 

El Ejecutivo, en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigencia de esta 
Constitución, revisará la situación 
de acceso al agua de riego con el fin 
de reorganizar el otorgamiento de 
las concesiones, evitar el abuso y las 
inequidades en las tarifas de uso, y 
garantizar una distribución y acceso 
más equitativo, en particular a los 
pequeños y medianos productores 
agropecuarios.

Por último, con respecto a los recursos 
hídricos y su importancia para la agri-
cultura, cabe aludir que en el capítulo 
de Biodiversidad y Recursos Naturales, 
hay 2 artículos, el 411 y el 412, que se 
refieren de forma importante a la ges-
tión ambiental del agua. 

Acceso a otros factores 
de producción 

El artículo 334 se refiere a la necesidad 
de democratizar el acceso a los facto-
res de producción. El texto, señala lo 
siguiente: 

El Estado promoverá el acceso equita-
tivo a los factores de producción, para 
lo cual le corresponderá: 

•	 Evitar la concentración o acapara-
miento de factores y recursos pro-
ductivos, promover su redistribu-
ción y eliminar privilegios o des-
igualdades en el acceso a ellos. 

•	 Desarrollar políticas específicas 
para erradicar la desigualdad y dis-
criminación hacia las mujeres pro-
ductoras, en el acceso a los facto-
res de producción. 

•	 Impulsar y apoyar el desarrollo 
y la difusión de conocimientos y 
tecnologías orientados a los proce-
sos de producción.

•	 Desarrollar políticas de fomento a 
la producción nacional en todos 
los sectores, en especial para 
garantizar la soberanía alimentaria 
y la soberanía energética, generar 
empleo y valor agregado. 

•	 Promover los servicios financieros 
públicos y la democratización del 
crédito. 

En el proyecto de nueva Constitución 
se reconoce a los sistemas comuni-
tarios de crédito, tal reconocimiento 
consta en el artículo 309: 

El sistema financiero nacional se com-
pone de los sectores público, privado, 
y del popular y solidario, que interme-
dian recursos del público. Cada uno 
de estos sectores contará con normas y 
entidades de control específicas y dife-
renciadas, que se encargarán de preser-
var su seguridad, estabilidad, transpa-
rencia y solidez. Estas entidades serán 
autónomas. Los directivos de las enti-
dades de control serán responsables 
administrativa, civil y penalmente por 
sus decisiones. 
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El artículo 311 especifica las caracterís-
ticas de lo que denomina sector finan-
ciero popular y solidario: 

El sector financiero popular y solida-
rio se compondrá de cooperativas de 
ahorro y crédito, entidades asociativas 
o solidarias, cajas y bancos comuna-
les, cajas de ahorro. Las iniciativas de 
servicios del sector financiero popular 
y solidario, y de las micro, pequeñas y 
medianas unidades productivas, reci-
birán un tratamiento diferenciado y 
preferencial del Estado, en la medida 
en que impulsen el desarrollo de la 
economía popular y solidaria. 

Comercialización de 
productos agropecuarios

Resultan interesantes los criterios 
sobre los cuales se desarrollaría la polí-
tica comercial de entrar en vigencia el 
proyecto de nueva Constitución. En 
este ámbito, se aprecian avances subs-
tanciales con respecto a la Constitu-
ción vigente (1998).

El artículo 304 del proyecto especifica 
los objetivos de la política comercial: 

1. Desarrollar, fortalecer y dinamizar 
los mercados internos a partir del 
objetivo estratégico establecido en 
el Plan Nacional de Desarrollo. 

2. Regular, promover y ejecutar las 
acciones correspondientes para 
impulsar la inserción estratégica 
del país en la economía mundial. 

3. Fortalecer el aparato productivo y 
la producción nacionales.

4. Contribuir a que se garanticen la 
soberanía alimentaria y energética, 
y se reduzcan las desigualdades 
internas. 

5. Impulsar el desarrollo de las econo-
mías de escala y del comercio justo. 

6. Evitar las prácticas monopólicas 
y oligopólicas, particularmente 
en el sector privado, y otras que 
afecten el funcionamiento de los 
mercados. 

El artículo 306 del proyecto especifica 
la política que tendría el Estado res-
pecto del comercio exterior: 

El Estado promoverá las exportacio-
nes ambientalmente responsables, 
con preferencia de aquellas que gene-
ren mayor empleo y valor agregado, y 
en particular las exportaciones de los 
pequeños y medianos productores y 
del sector artesanal. 

El Estado propiciará las importacio-
nes necesarias para los objetivos del 
desarrollo y desincentivará aquellas 
que afecten negativamente a la pro-
ducción nacional, a la población y a la 
naturaleza. 

Más adelante, el proyecto de nueva 
Constitución desarrolla toda una sec-
ción destinada a regular los intercam-
bios económicos y el comercio justo. 
Por ser de interés los 3 artículos que 
conforman esa sección, se los trans-
cribe de manera íntegra: 

art. 335.- El Estado regulará, contro-
lará e intervendrá, cuando sea nece-
sario, en los intercambios y transac-
ciones económicas; y sancionará la 
explotación, usura, acaparamiento, 
simulación, intermediación especula-
tiva de los bienes y servicios, así como 
toda forma de perjuicio a los derechos 
económicos y a los bienes públicos y 
colectivos. El Estado definirá una polí-
tica de precios orientada a proteger la 
producción nacional, establecerá los 
mecanismos de sanción para evitar 
cualquier práctica de monopolio y oli-
gopolio privados, o de abuso de posi-
ción de dominio en el mercado y otras 
prácticas de competencia desleal.

art. 336.- El Estado impulsará y velará 
por el comercio justo como medio de 
acceso a bienes y servicios de calidad, 
que minimice las distorsiones de la 
intermediación y promueva la susten-
tabilidad. El Estado asegurará la trans-
parencia y eficiencia en los mercados y 
fomentará la competencia en igualdad 
de condiciones y oportunidades, lo 
que se definirá mediante ley. 

art. 337.- El Estado promoverá el desa-
rrollo de infraestructura para el aco-
pio, transformación, transporte y 
comercialización de productos para la 
satisfacción de las necesidades bási-
cas internas, así como para asegurar la 
participación de la economía ecuato-
riana en el contexto regional y mun-
dial a partir de una visión estratégica. 

Conservación de suelos 
y semillas 

En el ya citado capítulo de Biodiver-
sidad y Recursos Naturales, hay 2 
importantes disposiciones que hacen 
referencia a la conservación de sue-
los, las mismas están contenidas en los 
artículos 409 y 410, los mismos que se 
transcriben a continuación:

art. 409.- Es de interés público y prio-
ridad nacional la conservación del 
suelo, en especial su capa fértil. Se 
establecerá un marco normativo para 
su protección y uso sustentable que 
prevenga su degradación, en particular 
la provocada por la contaminación, la 
desertificación y la erosión. En áreas 
afectadas por procesos de degradación 
y desertificación, el Estado desarro-
llará y estimulará proyectos de foresta-
ción, reforestación y revegetación que 
eviten el monocultivo y utilicen, de 
manera preferente, especies nativas y 
adaptadas a la zona. 

art. 410.- El Estado brindará a los agri-
cultores y a las comunidades rurales 
apoyo para la conservación y restau-
ración de los suelos, así como para el 
desarrollo de prácticas agrícolas que 
los protejan y promuevan la soberanía 
alimentaria. 

En cuanto al tema de semillas, merece 
resaltarse la disposición contenida en 
el artículo 401 del proyecto de nueva 
Constitución, cuyo contenido es el 
siguiente: 

Se declara al Ecuador libre de cultivos 
y semillas transgénicas. Excepcional-
mente, y sólo en caso de interés nacio-
nal debidamente fundamentado por 

la Presidencia de la República y apro-
bado por la Asamblea Nacional, se 
podrán introducir semillas y cultivos 
genéticamente modificados. El Estado 
regulará bajo estrictas normas de bio-
seguridad, el uso y el desarrollo de la 
biotecnología moderna y sus produc-
tos, así como su experimentación, uso 
y comercialización. Se prohíbe la apli-
cación de biotecnologías riesgosas o 
experimentales.
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CERTIFICACIÓN

En mi calidad de Secretario de la 
Comisión Legislativa y de Fiscaliza-
ción, certifico que el proyecto de LEY 
ORGÁNICA DEL RÉGIMEN DE LA 
SOBERANÍA ALIMENTARIA, fue dis-
cutido y aprobado en las siguientes 
fechas:

PRIMER DEBATE: 09-Feb-2009

SEGUNDO DEBATE: 16 y 17-Feb-2009

Quito, 18 de febrero de 2009

f.) Dr. Francisco Vergara O., Secreta-
rio de la Comisión Legislativa y de 
Fiscalización.

EL PLENO DE LA 
COMISIÓN LEGISLATIVA
Y DE FISCALIZACIÓN

Considerando:

Que, el inciso primero del artículo 1 
de la Constitución de la República 
establece que el Ecuador es un Estado 
constitucional de derechos y justicia, 
social, democrático, soberano, inde-
pendiente, unitario, intercultural, plu-
rinacional y laico;

Que, entre los Derechos del Buen 
Vivir, el artículo 13 de la Constitución 
prescribe que las personas y las colec-
tividades tienen derecho al acceso 
seguro y permanente a alimentos 
sanos, suficientes y nutritivos; prefe-
rentemente producidos a nivel local y 

en correspondencia con sus diversas 
identidades y tradiciones culturales, 
para lo cual el Estado deberá promover 
la soberanía alimentaria;

Que, el Art. 281 de la Constitución de 
la República establece que la sobera-
nía alimentaria constituye un objetivo 
estratégico y una obligación del Estado 
para que las personas, comunidades, 
pueblos y nacionalidades dispongan 
de alimentos sanos y culturalmente 
apropiados de forma permanente; 

Que, el Art. 282 de la Constitución de 
la República establece que el Estado 
normará el uso y acceso a la tierra que 
deberá cumplir la función social y 
ambiental, que un fondo nacional de 
tierra regulará el acceso equitativo de 
campesinos y campesinas a la misma; 
estableciendo además que se prohíbe 
el latifundio y la concentración de la 
tierra; y que el Estado regulará el uso 
y manejo de agua de riego para la pro-
ducción de alimentos bajo principios 
de equidad, eficiencia y sostenibildad 
ambiental; 

Que, el carácter multidimensional 
de la soberanía alimentaria exige la 
convergencia de varias leyes específi-
cas que aseguren que la producción, 
comercialización y consumo de ali-
mentos se orienten hacia este obje-
tivo estratégico, por lo que esta ley 
articuladora constituirá un primer 
paso hacia la aprobación de una legis-
lación alimentaria elaborada con la 
más amplia participación ciudadana 
posible;

Que, el Art. 95 de la Constitución 
de la República establece que las 

ciudadanas y ciudadanos en forma 
individual y colectiva participarán de 
manera protagónica en la toma de 
decisiones, planificación y gestión de 
los asuntos públicos y en el control 
popular de las instituciones del Estado 
y de la sociedad, en un proceso per-
manente de construcción del poder 
ciudadano;

Que, el Art. 133, numeral 2do. de la 
Constitución de la República, esta-
blece que las leyes orgánicas son las 
que regulan el ejercicio de los dere-
chos y garantías constitucionales y 
que, en concordancia, el Art. 13 de la 
Constitución consagra que las perso-
nas y colectividades tienen derecho al 
acceso seguro y permanente a alimen-
tos sanos, suficientes y nutritivos, para 
lo cual el Estado promoverá la sobera-
nía alimentaria;

Que, para alcanzar los fines del Régi-
men de Desarrollo que establecen los 
numerales 2do. y 4to. del artículo 276 
de la Constitución de la República 
el Estado debe mejorar las condicio-
nes del área rural del Ecuador y facili-
tar a sus habitantes el ejercicio de sus 
derechos;

Que, el Art. 334 de la Constitución de 
la República establece que el Estado 
promoverá el acceso equitativo a los 
factores de producción, para lo cual 
evitará la concentración o acapara-
miento de factores o recursos produc-
tivos, promoverá su redistribución y 
eliminará privilegios o desigualdades 
en el acceso a ellos;

Que, el Art. 335 de la Constitución de 
la República establece que el Estado 
regulará, controlará e intervendrá 
cuando sea necesario en los intercam-
bios y transacciones económicas y 
sancionará entre otros la explotación, 
el acaparamiento y la intermediación 
especulativa de los bienes y servicios, 
así como toda forma de perjuicio a los 
derechos económicos y colectivos; 

Que, el Art. 400 de la Constitución de 
la República reconoce el valor intrín-
seco de la agrobiodiversidad y porcon-
siguiente, dispone que se debe precau-
telar su papel esencial en la soberanía 
alimentaria;

Que, el derecho a la alimentación está 
reconocido en la Constitución y en la 
Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, así como en el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, la Carta Intera-
mericana de Derechos Humanos y el 
Protocolo de San Salvador sobre Dere-
chos Económicos Sociales y Cultura-
les, de los que Ecuador es parte;

Que, la disposición transitoria primera 
de la Constitución Política, dispone 
que el órgano legislativo, en el plazo 
máximo de ciento veinte días conta-
dos desde la vigencia de la Constitu-
ción, debe aprobar la ley que desarro-
lle el régimen de soberanía alimenta-
ria; y,

En uso de sus facultades constitucio-
nales, expide la siguiente:

LEY ORGÁNICA DEL 
RÉGIMEN DE LA SOBERANÍA
ALIMENTARIA

Título I

Principios Generales

Artículo 1. Finalidad.- Esta Ley tiene 
por objeto establecer los mecanismos 
mediante los cuales el Estado cum-
pla con su obligación y objetivo estra-
tégico de garantizar a las personas, 
comunidades y pueblos la autosufi-
ciencia de alimentos sanos, nutritivos 
y culturalmente apropiados de forma 
permanente. 

El régimen de la soberanía alimenta-
ria se constituye por el conjunto de 
normas conexas, destinadas a esta-
blecer en forma soberana las políti-
cas públicas agroalimentarias para 
fomentar la producción suficiente y 
la adecuada conservación, intercam-
bio, transformación, comercialización 
y consumo de alimentos sanos, nutri-
tivos, preferentemente provenientes 
de la pequeña, la micro, pequeña y 
mediana producción campesina, de 
las organizaciones económicas popu-
lares y de la pesca artesanal así como 
microempresa y artesanía; respetando 
y protegiendo la agrobiodiversidad, 

Anexo 2

Ley Orgánica del Régimen  
de la Soberanía Alimentaria
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los conocimientos y formas de pro-
ducción tradicionales y ancestrales, 
bajo los principios de equidad, solida-
ridad, inclusión, sustentabilidad social 
y ambiental.

El Estado a través de los niveles de 
gobierno nacional y subnaciona-
les implementará las políticas públi-
cas referentes al régimen de sobera-
nía alimentaria en función del Sistema 
Nacional de Competencias estableci-
das en la Constitución de la República 
y la Ley.

Artículo 2. Carácter y ámbito de 
aplicación.- Las disposiciones de esta 
Ley son de orden público, interés 
social y carácter integral e intersecto-
rial. Regularán el ejercicio de los dere-
chos del buen vivir –sumak kawsay– 
concernientes a la soberanía alimenta-
ria, en sus múltiples dimensiones.

Su ámbito comprende los factores 
de la producción agroalimentaria; la 
agrobiodiversidad y semillas; la inves-
tigación y diálogo de saberes; la pro-
ducción, transformación, conserva-
ción, almacenamiento, intercambio, 
comercialización y consumo; así como 
la sanidad, calidad, inocuidad y nutri-
ción; la participación social; el orde-
namiento territorial; la frontera agrí-
cola; los recursos hídricos; el desarro-
llo rural y agroalimentario; la agroin-
dustria, empleo rural y agrícola; las 
formas asociativas y comunitarias de 
los microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos produc-
tores, las formas de financiamiento; 
y, aquéllas que defina el régimen de 
soberanía alimentaria.

Las normas y políticas que emanen de 
esta Ley garantizarán el respeto irres-
tricto a los derechos de la naturaleza 
y el manejo de los recursos naturales, 
en concordancia con los principios de 
sostenibilidad ambiental y las buenas 
prácticas de producción.

Artículo 3. Deberes del Estado.- Para 
el ejercicio de la soberanía alimentaria, 
además de las responsabilidades esta-
blecidas en el Art. 281 de la Constitu-
ción el Estado¸ deberá:

a. Fomentar la producción sosteni-
ble y sustentable de alimentos, 

reorientando el modelo de desa-
rrollo agroalimentario, que en el 
enfoque multisectorial de esta ley 
hace referencia a los recursos ali-
mentarios provenientes de la agri-
cultura, actividad pecuaria, pesca, 
acuacultura y de la recolección de 
productos de medios ecológicos 
naturales;

b. Establecer incentivos a la utiliza-
ción productiva de la tierra, desin-
centivos para la falta de aprove-
chamiento o acaparamiento de tie-
rras productivas y otros mecanis-
mos de redistribución de la tierra;

c. Impulsar, en el marco de la eco-
nomía social y solidaria, la aso-
ciación de los microempresarios, 
microempresa o micro, pequeños 
y medianos productores para su 
participación en mejores condicio-
nes en el proceso de producción, 
almacenamiento, transformación, 
conservación y comercialización 
de alimentos;

d. Incentivar el consumo de ali-
mentos sanos, nutritivos de ori-
gen agroecológico y orgánico, evi-
tando en lo posible la expansión 
del monocultivo y la utilización 
de cultivos agroalimentarios en la 
producción de biocombustibles, 
priorizando siempre el consumo 
alimenticio nacional;

e. Adoptar políticas fiscales, tributa-
rias, arancelarias y otras que pro-
tejan al sector agroalimentario 
nacional para evitar la dependen-
cia en la provisión alimentaria; y, 

f. Promover la participación social y 
la deliberación pública en forma 
paritaria entre hombres y muje-
res en la elaboración de leyes y en 
la formulación e implementación 
de políticas relativas a la soberanía 
alimentaria.

Artículo 4. Principios de aplica-
ción de la ley.- Esta ley se regirá por 
los principios de solidaridad, autode-
terminación, transparencia, no dis-
criminación, sustentabilidad, sosteni-
bilidad, participación, prioridad del 
abastecimiento nacional, equidad de 
género en el acceso a los factores de la 

producción, equidad e inclusión eco-
nómica y social, interculturalidad, efi-
ciencia e inocuidad, con especial aten-
ción a los microempresarios, microe-
mpresa o micro, pequeña y mediana 
producción.

Título II 
Acceso a los factores de 
producción alimentaria

Capítulo I  
Acceso al agua y a la tierra

Artículo 5.- Acceso al Agua.- El 
Acceso y uso del agua como factor 
de productividad se regirá por lo dis-
puesto en la Ley que trate los recursos 
hídricos, su uso y aprovechamiento, y 
en los respectivos reglamentos y nor-
mas técnicas.

El uso del agua para riego, abrevadero 
de animales, acuacultura u otras acti-
vidades de la producción de alimen-
tos, se asignará de acuerdo con la prio-
ridad prevista en la norma constitu-
cional, en las condiciones y con las 
responsabilidades que se establezcan 
en la referida ley.

Artículo 6. Acceso a la tierra.- El uso 
y acceso a la tierra deberá cumplir con 
la función social y ambiental.

La función social de la tierra implica 
la generación de empleo, la redistri-
bución equitativa de ingresos, la utili-
zación productiva y sustentable de la 
tierra. La función ambiental de la tie-
rra implica que ésta procure la conser-
vación de la biodiversidad y el mante-
nimiento de las funciones ecológicas; 
que permita la conservación y manejo 
integral de cuencas hidrográficas, áreas 
forestales, bosques, ecosistemas frági-
les como humedales, páramos y man-
glares, que respete los derechos de la 
naturaleza y del buen vivir; y que con-
tribuya al mantenimiento del entorno 
y del paisaje.

La ley que regule el régimen de pro-
piedad de la tierra permitirá el acceso 
equitativo a ésta, privilegiando a los 
pequeños productores y a las muje-
res productoras jefas de familia; cons-
tituirá el fondo nacional de tierras; 

definirá el latifundio, su extensión, 
el acaparamiento y concentración de 
tierras, establecerá los procedimien-
tos para su eliminación y determinará 
los mecanismos para el cumplimiento 
de su función social y ambiental. Así 
mismo, establecerá los mecanismos 
para fomentar la asociatividad e inte-
gración de las pequeñas propiedades. 
Además, limitará la expansión de áreas 
urbanas en tierras de uso o vocación 
agropecuaria o forestal, así como el 
avance de la frontera agrícola en eco-
sistemas frágiles o en zonas de patri-
monio natural, cultural y arqueoló-
gico, de conformidad con lo que esta-
blece el Art. 409 de la Constitución de 
la República.

Capítulo II 
Protección de la agrobiodiversidad

Artículo 7. Protección de la agro-
biodiversidad.- El Estado así como 
las personas y las colectividades pro-
tegerán, conservarán los ecosiste-
mas y promoverán la recuperación, 
uso, conservación y desarrollo de 
la agrobiodiversidad y de los sabe-
res ancestrales vinculados a ella. Las 
leyes que regulen el desarrollo agro-
pecuario y la agrobiodiversidad crea-
rán las medidas legales e institucio-
nales necesarias para asegurar la agro-
biodiversidad, mediante la asociati-
vidad de cultivos, la investigación y 
sostenimiento de especies, la crea-
ción de bancos de semillas y plantas 
y otras medidas similares así como el 
apoyo mediante incentivos financie-
ros a quienes promuevan y protejan la 
agrobiodiversidad.

Artículo 8. Semillas.- El Estado así 
como las personas y las colectividades 
promoverán y protegerán el uso, con-
servación, calificación e intercambio 
libre de toda semilla nativa. Las acti-
vidades de producción, certificación, 
procesamiento y comercialización de 
semillas para el fomento de la agro-
biodiversidad se regularán en la ley 
correspondiente.

El germoplasma, las semillas, plantas 
nativas y los conocimientos ancestra-
les asociados a éstas constituyen patri-
monio del pueblo ecuatoriano, con-
secuentemente no serán objeto de 
apropiación bajo la forma de patentes 
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u otras modalidades de propiedad 
intelectual, de conformidad con el 
Art. 402 de la Constitución de la 
República. 

Capítulo III 
Investigación, asistencia 
técnica y diálogo de saberes

Artículo 9. Investigación y exten-
sión para la soberanía alimenta-
ria.- El Estado asegurará y desarro-
llará la investigación científica y tec-
nológica en materia agroalimentaria, 
que tendrá por objeto mejorar la cali-
dad nutricional de los alimentos, la 
productividad, la sanidad alimenta-
ria, así como proteger y enriquecer la 
agrobiodiversidad.

Además, asegurará la investigación 
aplicada y participativa y la creación 
de un sistema de extensión, que trans-
ferirá la tecnología generada en la 
investigación, a fin de proporcionar 
una asistencia técnica, sustentada en 
un diálogo e intercambio de saberes 
con los pequeños y medianos produc-
tores, valorando el conocimiento de 
mujeres y hombres. 

El Estado velará por el respeto al dere-
cho de las comunidades, pueblos y 
nacionalidades de conservar y promover 
sus prácticas de manejo de biodiversi-
dad y su entorno natural, garantizando 
las condiciones necesarias para que pue-
dan mantener, proteger y desarrollar sus 
conocimientos colectivos, ciencias, tec-
nologías, saberes ancestrales y recursos 
genéticos que contienen la diversidad 
biológica y la agrobiodiversidad.

Se prohíbe cualquier forma de apro-
piación del conocimiento colectivo y 
saberes ancestrales asociados a la bio-
diversidad nacional.

Artículo 10. Institucionalidad de la 
investigación y la extensión.- La ley 
que regule el desarrollo agropecuario 
creará la institucionalidad necesaria 
encargada de la investigación cientí-
fica, tecnológica y de extensión, sobre 
los sistemas alimentarios, para orien-
tar las decisiones y las políticas públi-
cas y alcanzar los objetivos señalados 
en el artículo anterior; y establecerá la 
asignación presupuestaria progresiva 
anual para su financiamiento. 

El Estado fomentará la participación 
de las universidades y colegios técni-
cos agropecuarios en la investigación 
acorde a las demandas de los sectores 
campesinos, así como la promoción y 
difusión de la misma. 

Artículo 11. Programas de investi-
gación y extensión.- En la instancia 
de la investigación determinada en el 
artículo anterior y en el marco del Sis-
tema Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía y el Plan Nacional de Desarrollo, se 
creará:

a. Un programa de difusión y trans-
ferencia de tecnología dirigido al 
sector agroalimentario, con prefe-
rencia en los pequeños y medianos 
productores que tendrá un enfo-
que de demanda considerando la 
heterogeneidad de zonas agrobio-
climáticas y patrones culturales de 
producción; y,

b. Un programa para el análisis de 
los diversos sistemas alimentarios 
existentes en las diferentes regio-
nes del país, a fin de orientar las 
políticas de mejoramiento de la 
soberanía alimentaria. 

Título III 
Producción y comercialización 
agroalimentaria

Capítulo I 
Fomento a la producción

Artículo 12. Principios generales 
del fomento.- Los incentivos estata-
les estarán dirigidos a los pequeños y 
medianos productores, responderán 
a los principios de inclusión econó-
mica, social y territorial, solidaridad, 
equidad, interculturalidad, protección 
de los saberes ancestrales, imparcia-
lidad, rendición de cuentas, equidad 
de género, no discriminación, susten-
tabilidad, temporalidad, justificación 
técnica, razonabilidad, definición de 
metas, evaluación periódica de sus 
resultados y viabilidad social, técnica 
y económica. 

Artículo 13. Fomento a la micro, 
pequeña y mediana producción.- 
Para fomentar a los microempresarios, 

microempresa o micro, pequeña y 
mediana producción agroalimenta-
ria, de acuerdo con los derechos de la 
naturaleza, el Estado:

a. Otorgará crédito público prefe-
rencial para mejorar e incremen-
tar la producción y fortalecerá las 
cajas de ahorro y sistemas crediti-
cios solidarios, para lo cual creará 
un fondo de reactivación produc-
tiva que será canalizado a través de 
estas cajas de ahorro;

b. Subsidiará total o parcialmente el 
aseguramiento de cosechas y de 
ganado mayor y menor para los 
microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos pro-
ductores, de acuerdo al Art. 285 
numeral 2 de la Constitución de la 
República;

c. Regulará, apoyará y fomentará 
la asociatividad de los microem-
presarios, microempresa o micro, 
pequeños y medianos producto-
res, de conformidad con el Art. 
319 de la Constitución de la Repú-
blica para la producción, recolec-
ción, almacenamiento, conser-
vación, intercambio, transforma-
ción, comercialización y consumo 
de sus productos. El Ministerio 
del ramo desarrollará programas 
de capacitación organizacional, 
técnica y de comercialización, 
entre otros, para fortalecer a estas 
organizaciones y propender a su 
sostenibilidad; 

d. Promoverá la reconversión susten-
table de procesos productivos con-
vencionales a modelos agroecoló-
gicos y la diversificación produc-
tiva para el aseguramiento de la 
soberanía alimentaria;

e. Fomentará las actividades artesa-
nales de pesca, acuacultura y reco-
lección de productos de manglar y 
establecerá mecanismos de subsi-
dio adecuados;

f. Establecerá mecanismos específi-
cos de apoyo para el desarrollo de 
pequeñas y medianas agroindus-
trias rurales;

g. Implementará un programa 

especial de reactivación del agro 
enfocado a las jurisdicciones terri-
toriales con menores índices de 
desarrollo humano;

h. Incentivará de manera progresiva 
la inversión en infraestructura pro-
ductiva: centros de acopio y trans-
formación de productos, caminos 
vecinales; e,

i. Facilitará la producción y distri-
bución de insumos orgánicos y 
agroquímicos de menor impacto 
ambiental.

Artículo 14. Fomento de la pro-
ducción agroecológica y orgánica.- 
El Estado estimulará la producción 
agroecológica, orgánica y sustentable, 
a través de mecanismos de fomento, 
programas de capacitación, líneas 
especiales de crédito y mecanismos 
de comercialización en el mercado 
interno y externo, entre otros.

En sus programas de compras públicas 
dará preferencia a las asociaciones de 
los microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos produc-
tores y a productores agroecológicos.

Artículo 15. Fomento a la Produc-
ción agroindustrial rural asociativa.- 
El Estado fomentará las agroindustrias 
de los pequeños y medianos producto-
res organizados en forma asociativa.

Artículo 16. Producción pesquera y 
acuícola.- El Estado fomentará la pro-
ducción pesquera y acuícola sustenta-
ble, y establecerá las normas de pro-
tección de los ecosistemas. Las tierras 
ilegalmente ocupadas y explotadas por 
personas naturales o jurídicas, cama-
roneras y acuícolas, serán revertidas al 
Estado de no solicitarse su regulariza-
ción en el plazo de un año, de confor-
midad con las normas vigentes en la 
materia, con el fin de garantizar proce-
sos de repoblamiento y recuperación 
del manglar.

Serán revertidas al Estado las zonas 
ocupadas en áreas protegidas, sin que 
éstas puedan regularizarse.

El Estado protegerá a los pescado-
res artesanales y recolectores comu-
nitarios y estimulará la adopción de 
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prácticas sustentables de reproducción 
en cautiverio de las especies de mar, 
río y manglar. Se prohíbe la explota-
ción industrial de estas especies en 
ecosistemas sensibles y protegidos.

Artículo 17. Leyes de fomento a 
la producción.- Con la finalidad de 
fomentar la producción agroalimen-
taria, las leyes que regulen el desarro-
llo agropecuario, la agroindustria, el 
empleo agrícola, las formas asociati-
vas de los microempresarios, microe-
mpresa o micro, pequeños y media-
nos productores, el régimen tributa-
rio interno y el sistema financiero des-
tinado al fomento agroalimentario, 
establecerán los mecanismos institu-
cionales, operativos y otros necesarios 
para alcanzar este fin. 

El Estado garantizará una planifica-
ción detallada y participativa de la 
política agraria y del ordenamiento 
territorial de acuerdo al Plan Nacional 
de Desarrollo, preservando las econo-
mías campesinas, estableciendo nor-
mas claras y justas respecto a la ope-
ración y del control de la agroindus-
tria y de sus plantaciones para garan-
tizar equilibrios frente a las economías 
campesinas, y respeto de los dere-
chos laborales y la preservación de los 
ecosistemas. 

Capítulo II 
Acceso al capital e incentivos

Artículo 18. Capital.- Para desarro-
llar actividades productivas de carác-
ter alimentario, el Estado impulsará la 
creación de fuentes de financiamiento 
en condiciones preferenciales para el 
sector, incentivos de tipo fiscal, pro-
ductivo y comercial, así como fondos 
de garantía, fondos de re-descuento y 
sistemas de seguros, entre otras medi-
das. Los microempresarios, microem-
presa o micro, pequeños y medianos 
productores tendrán acceso preferente 
y diferenciado a estos mecanismos, 
de conformidad con el Art. 311 de la 
Constitución de la República. 

Artículo 19. Seguro agroalimen-
tario.- El Ministerio del ramo, con 
la participación y promoción de la 
banca pública de desarrollo y el sec-
tor financiero, popular y solidario, 
implementarán un sistema de seguro 

agroalimentario para cubrir la produc-
ción y los créditos agropecuarios afec-
tados por desastres naturales, antró-
picos, plagas, siniestros climáticos y 
riesgos del mercado, con énfasis en el 
pequeño y mediano productor. 

Artículo 20.- Subsidio agroalimenta-
rio.- En el caso de que la producción 
eficiente no genere rentabilidad por 
distorsiones del mercado debidamente 
comprobadas o se requiera incentivar 
la producción deficitaria de alimentos, 
el Estado implementará mecanismos 
de mitigación incluyendo subsidios 
oportunos y adecuados, priorizando a 
los microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos produc-
tores afectados.

Capítulo III 
Comercialización y abastecimiento 
agroalimentario

Artículo 21. Comercialización 
interna.- El Estado creará el Sistema 
Nacional de Comercialización para 
la soberanía alimentaria y establecerá 
mecanismos de apoyo a la negocia-
ción directa entre productores y con-
sumidores, e incentivará la eficiencia y 
racionalización de las cadenas y cana-
les de comercialización. Además, pro-
curará el mejoramiento de la conser-
vación de los productos alimentarios 
en los procesos de post-cosecha y de 
comercialización; y, fomentará meca-
nismos asociativos de los microempre-
sarios, microempresa o micro, peque-
ños y medianos productores de ali-
mentos, para protegerlos de la impo-
sición de condiciones desfavorables 
en la comercialización de sus produc-
tos, respecto de las grandes cadenas de 
comercialización e industrialización, 
y controlará el cumplimiento de las 
condiciones contractuales y los plazos 
de pago.

Los gobiernos autónomos descentrali-
zados proveerán de la infraestructura 
necesaria para el intercambio y comer-
cialización directa entre pequeños pro-
ductores y consumidores, en beneficio 
de ambos, como una nueva relación 
de economía social y solidaria. 

La ley correspondiente establecerá 
los mecanismos para la regulación 
de precios en los que participarán los 

microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos produc-
tores y los consumidores de manera 
paritaria, y para evitar y sancionar 
la competencia desleal, las prácticas 
monopólicas, oligopólicas, monopsó-
nicas y especulativas.

El Estado procurará el mejoramiento 
de la conservación de los productos 
alimentarios en los procesos de post-
cosecha y de comercialización. 

La ley correspondiente establecerá los 
mecanismos para evitar y sancionar 
la competencia desleal, así como las 
prácticas monopólicas y especulativas.

Artículo 22. Abastecimiento 
interno.- El Estado a través de los 
organismos técnicos especializados, en 
consulta con los productores y con-
sumidores determinará anualmente 
las necesidades de alimentos bási-
cos y estratégicos para el consumo 
interno que el país está en condicio-
nes de producir y que no requieren de 
importaciones.

Artículo 23. Comercialización 
externa.- Los Ministerios a cargo de 
las políticas agropecuarias y de comer-
cio exterior establecerán los meca-
nismos y condiciones que cumpli-
rán las importaciones, exportaciones 
y donaciones de alimentos, las cua-
les no atentarán contra la soberanía 
alimentaria.

Además, el Presidente de la República 
establecerá la política arancelaria que 
se orientará a la protección del mer-
cado interno, procurando eliminar la 
importación de alimentos de produc-
ción nacional y prohibiendo el ingreso 
de alimentos que no cumplan con las 
normas de calidad, producción y pro-
cesamiento establecidas en la legisla-
ción nacional.

Capítulo IV 
Sanidad e inocuidad alimentaria

Artículo 24. Finalidad de la sani-
dad.- La sanidad e inocuidad alimen-
tarias tienen por objeto promover 
una adecuada nutrición y protección 
de la salud de las personas; y preve-
nir, eliminar o reducir la incidencia de 
enfermedades que se puedan causar o 

agravar por el consumo de alimentos 
contaminados.

Artículo 25. Sanidad animal y vege-
tal.- El Estado prevendrá y controlará 
la introducción y ocurrencia de enfer-
medades de animales y vegetales; asi-
mismo promoverá prácticas y tecnolo-
gías de producción, industrialización, 
conservación y comercialización que 
permitan alcanzar y afianzar la inocui-
dad de los productos. Para lo cual, el 
Estado mantendrá campañas de erra-
dicación de plagas y enfermedades en 
animales y cultivos, fomentando el uso 
de productos veterinarios y fitosanita-
rios amigables con el medio ambiente.

Los animales que se destinen a la ali-
mentación humana serán reproduci-
dos, alimentados, criados, transpor-
tados y faenados en condiciones que 
preserven su bienestar y la sanidad del 
alimento.

Artículo 26. Regulación de la biotec-
nología y sus productos.- Se declara 
al Ecuador libre de cultivos y semi-
llas transgénicas. Excepcionalmente y 
solo en caso de interés nacional debi-
damente fundamentado por la Pre-
sidencia de la República y aprobado 
por la Asamblea Nacional, se podrá 
introducir semillas y cultivos genéti-
camente modificados. El Estado regu-
lará bajo estrictas normas de biosegu-
ridad, el uso y el desarrollo de la bio-
tecnología moderna y sus productos, 
así como su experimentación, uso y 
comercialización. Se prohíbe la apli-
cación de biotecnologías riesgosas o 
experimentales. 

Las materias primas que contengan 
insumos de origen transgénico única-
mente podrán ser importadas y pro-
cesadas, siempre y cuando cumplan 
con los requisitos de sanidad e inocui-
dad, y que su capacidad de reproduc-
ción sea inhabilitada, respetando el 
principio de precaución, de modo que 
no atenten contra la salud humana, 
la soberanía alimentaria y los ecosiste-
mas. Los productos elaborados en base 
a transgénicos serán etiquetados de 
acuerdo a la ley que regula la defensa 
del consumidor.

Las leyes que regulen la agrobiodi-
versidad, la biotecnología y el uso y 
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comercialización de sus productos, así 
como las de sanidad animal y vegetal 
establecerán los mecanismos de sani-
dad alimentaria y los instrumentos 
que garanticen el respeto a los dere-
chos de la naturaleza y la producción 
de alimentos inocuos, estableciendo 
un tratamiento diferenciado a favor 
de los microempresarios, microem-
presa o micro, pequeños y medianos 
productores. 

Título IV 
Consumo y nutrición

Artículo 27. Incentivo al consumo 
de alimentos nutritivos.- Con el 
fin de disminuir y erradicar la des-
nutrición y malnutrición, el Estado 
incentivará el consumo de alimentos 
nutritivos preferentemente de origen 
agroecológico y orgánico, mediante 
el apoyo a su comercialización, la rea-
lización de programas de promoción 
y educación nutricional para el con-
sumo sano, la identificación y el eti-
quetado de los contenidos nutriciona-
les de los alimentos, y la coordinación 
de las políticas públicas.

Artículo 28. Calidad nutricional.- Se 
prohíbe la comercialización de pro-
ductos con bajo valor nutricional en 
los establecimientos educativos, así 
como la distribución y uso de éstos en 
programas de alimentación dirigidos a 
grupos de atención prioritaria. 

El Estado incorporará en los progra-
mas de estudios de educación básica 
contenidos relacionados con la cali-
dad nutricional, para fomentar el con-
sumo equilibrado de alimentos sanos 
y nutritivos.

Las leyes que regulan el régimen de 
salud, la educación, la defensa del 
consumidor y el sistema de la calidad, 
establecerán los mecanismos necesa-
rios para promover, determinar y cer-
tificar la calidad y el contenido nutri-
cional de los alimentos, así como tam-
bién para restringir la promoción de 
alimentos de baja calidad, a través de 
los medios de comunicación.

Artículo 29. Alimentación en caso 
de emergencias.- En caso de desastres 
naturales o antrópicos que pongan en 
riesgo el acceso a la alimentación, el 

Estado, mientras exista la emergencia, 
implementará programas de atención 
emergente para dotar de alimentos 
suficientes a las poblaciones afectadas, 
y para reconstruir la infraestructura 
y recuperar la capacidad productiva, 
mediante el empleo de la mano de 
obra de dichas poblaciones. 

Artículo 30. Promoción del con-
sumo nacional.- El Estado incenti-
vará y establecerá convenios de adqui-
sición de productos alimenticios con 
los microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos produc-
tores agroalimentarios para atender las 
necesidades de los programas de pro-
tección alimentaria y nutricional diri-
gidos a poblaciones de atención priori-
taria. Además implementará campañas 
de información y educación a favor 
del consumo de productos alimen-
ticios nacionales principalmente de 
aquellos vinculados a las dietas tradi-
cionales de las localidades.

Título V 
Participación social para la 
soberanía alimentaria

Artículo 31. Participación social.- La 
elaboración de las leyes y la formula-
ción e implementación de las políticas 
públicas para la soberanía alimenta-
ria, contarán con la más amplia parti-
cipación social, a través de procesos de 
deliberación pública promovidos por 
el Estado y por la sociedad civil, arti-
culados por el Sistema de Soberanía 
Alimentaria y Nutricional (SISAN), en 
los distintos niveles de gobierno.

Artículo 32.- Institúyase la Conferen-
cia Nacional de Soberanía Alimenta-
ria como un espacio de debate, delibe-
ración y generación de propuestas en 
esta materia, por parte de la sociedad 
civil, para la elaboración de la Ley que 
desarrolle la soberanía alimentaria.

Artículo 33.- La Conferencia Nacional 
de Soberanía Alimentaria se conforma-
rá por ocho representantes de la socie-
dad civil, los que serán seleccionados 
mediante concurso público de mereci-
mientos de entre los delegados de las 
diferentes organizaciones de la sociedad 
civil, universidades y escuelas politécni-
cas, centros de investigación, asociacio-
nes de consumidores, asociaciones de 

pequeños y medianos productores, or-
ganizaciones campesinas de los diferen-
tes sectores productivos, en materia de 
soberanía alimentaria, con la colabora-
ción del Consejo de Participación Ciu-
dadana y Control Social.

Artículo 34.- La Conferencia Nacional 
de Soberanía Alimentaria, sin perjuicio 
de las demás atribuciones que se esta-
blezcan en la Ley o en los Reglamen-
tos, tendrá las siguientes:

a. Aprobar las normas internas que 
regulen su funcionamiento;

b. Promover procesos de diálogo para 
canalizar las propuestas e inicia-
tivas provenientes de la sociedad 
civil;

c. Impulsar estudios e investigacio-
nes sobre la problemática de la 
soberanía alimentaria; y,

d. Emitir informes y proponer alter-
nativas para la formulación del 
proyecto de Ley por parte del 
Ejecutivo.

Artículo 35.- Las propuestas que ela-
bore la Conferencia Nacional de Sobe-
ranía Alimentaria deberán ser envia-
das al Ministerio del ramo, para que 
proponga las políticas y los cam-
bios legislativos y reglamentarios 
correspondientes.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.- Los representantes de la 
sociedad civil que integrarán la Confe-
rencia Nacional de Soberanía Alimen-
taria deberán ser designados en un 
plazo no mayor de 90 días, a partir de 
la publicación de esta ley en el Regis-
tro Oficial, con el apoyo del Consejo 
de Participación Ciudadana y Control 
Social.

Segunda.- La Conferencia Nacional de 
Soberanía Alimentaria generará, en el 
plazo de 180 días contados a partir de 
su conformación, un amplio proceso 
participativo de debate, con el objeto 
de elaborar la propuesta integral rela-
cionada con la ley o leyes que regu-
len, entre otros temas: el uso y acceso 
a las tierras, territorios, comunas, 

agrobiodiversidad y semillas, desarro-
llo agrario, agroindustria y empleo 
agrícola, sanidad animal y vegetal, 
acceso de los campesinos e indígenas 
al crédito público, el seguro y los sub-
sidios alimentarios.

La propuesta que se desarrolle, deberá 
ser tratada por el Ejecutivo en el plazo 
de un año, para formular el proyecto 
de Ley que será remitido a la Asamblea 
Nacional.

Tercera.- En un plazo no mayor de 
365 días a partir de la publicación de 
la presente ley en el Registro Oficial, 
se implementará el Sistema de Seguro 
Agroalimentario, mencionado en el 
Art. 19 de la presente ley.

Cuarta.- El Estado en un plazo no 
mayor de 180 días creará un pro-
grama especial de reactivación del sec-
tor agroalimentario de conformidad 
al Plan Nacional de Desarrollo, orien-
tado a las jurisdicciones territoria-
les con menores índices de desarrollo 
humano. 

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Primera.- Deróguese la Ley No. 41 de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional, 
publicada en el Registro Oficial 259 de 
27 de abril de 2006.

Segunda.- Se derogan todas las dispo-
siciones legales que se opongan a esta 
ley.

DISPOSICIÓN FINAL

Esta ley entrará en vigencia el día de 
su publicación en el Registro Oficial.

Dado y suscrito en la sede de la Asam-
blea Nacional, ubicada en el Distrito 
Metropolitano de Quito, provincia de 
Pichincha, a los diez y siete días del 
mes de febrero de dos mil nueve. 

f.) Fernando Cordero Cueva, Presi-
dente de la Comisión Legislativa y de 
Fiscalización.

f.) Dr. Francisco Vergara O., Secreta-
rio de la Comisión Legislativa y de 
Fiscalización.



    

El documento de agrobiodiversi-

dad fue elaborado por Heifer Ecua-

dor, el de tierra y agroempresas por 

el Sistema de Investigación sobre 

la Problemática Agraria del Ecua-

dor, el de comercialización y con-

sumo por el colectivo agroecoló-

gico y el Movimiento de Economía 

Social y Solidaria, el de institucio-

nalidad por el Centro Andino para 

la Formación de Líderes Sociales y 

la perspectiva de género e intercul-

turalidad por el Instituto de Estu-

dios Ecuatorianos. Este esfuerzo 

colectivo pretende colaborar con 

el debate nacional que sobre estos 

temas se debe hacer para lograr un 

marco legal que recoja las propues-

tas de la ciudadanía y los movi-

mientos sociales hacia la construc-

ción de una agricultura familiar 

campesina, de un consumo res-

ponsable que responda al mandato 

constitucional.




